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Sumario: 1.La facultad discrecional de fijar la pena es exclusiva del tribunal de juicio y que no es revisable en casación, salvo el supuesto de arbitrariedad. Dentro de ese estrecho margen de recurribilidad, relativo a las facultades discrecionales del tribunal de sentencia, se ha fijado el estándar de revisión en los supuestos de falta de motivación de la sentencia, de motivación ilegítima o de motivación omisiva El ejercicio de estas facultades discrecionales se encuentra condicionado entonces, sólo a que la prudencia pueda ser objetivamente verificable y que la conclusión que se estime como razonable no aparezca absurda respecto de las circunstancias de la causa, extremo éste demostrativo de un ejercicio arbitrario de aquellas potestades.Tal arbitrariedad, a su vez, no consiste en una mera discrepancia con el monto de la pena impuesta dentro de los márgenes de la escala penal aplicable, por cuanto tal desacuerdo no habilita la excepcional competencia para controlar el ejercicio de una facultad atribuida en principio a otro órgano judicial.2.Resulta acertada la consideración de la defensa, en cuanto a que la circunstancia reseñada por ella en relación a que el escaso daño patrimonial no fue meritado expresamente por el a quo al momento de individualizar, en concreto, la sanción a imponer al imputado. Pero, no menos cierto es que tal omisión sólo nulifica el decisorio si reviste valor decisivo y pone en evidencia la arbitrariedad del monto de la pena impuesta, lo que no sucede en el sublite, pues la sanción aplicada por el a quo resulta razonable y ajustada a derecho.En efecto, es menester señalar que, dentro de una escala penal que va desde un mes a seis años de prisión (art. 164 del CP), al imputado se le impuso una sanción en el término medio del espectro punitivo atento la gravedad del hecho cometido.3.En relación a la confesión –como reconocimiento del hecho-, cuando sólo es una expresión en palabras en el contexto de un proceso, no necesariamente debe tener incidencia en la determinación de la pena. Ello así, pues “aquello que el imputado diga durante una declaración en juicio de poco puede servir para conocer si realmente está arrepentido o si sólo está asustado. Esto en nada interesa. Solo puede interesar aquello que efectivamente haga, o se comprometa a hacer, con relación al daño, y éste es el único aspecto al que puede dársele alguna trascendencia para atenuar la pena”.

Texto: SENTENCIA NUMERO: CINCUENTA Y DOS En la Ciudad de Córdoba, a un día del mes de abril de dos mil once, siendo las nueve horas, se constituyó en audiencia pública la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia, presidida por la señora Vocal doctora Aída Tarditti, con asistencia de las señoras Vocales doctoras María Esther Cafure de Battistelli y María de las Mercedes Blanc G. de Arabel, a los fines de dictar sentencia en los autos “GOMEZ, Julio Alejandro p.s.a. cohecho activo, etc. -Recurso de Casación-” (Expte. “G”, 36/2010), con motivo del recurso de casación interpuesto por el Dr. Guillermo Marcelo Dragotto, a favor del imputado Julio Alejandro Gómez, en contra de la Sentencia número veintisiete , dictada el veintinueve de julio de dos mil diez, por la Cámara en lo Criminal de Segunda Nominación de esta ciudad de Córdoba. Abierto el acto por la Sra. Presidente se informa que las cuestiones a resolver son las siguientes: 1º) ¿ Carece de la debida motivación la pena concretamente impuesta a Julio Alejandro Gómez? 2º) ¿Qué solución corresponde dictar? Las señoras Vocales emitirán sus votos en el siguiente orden: Doctoras María Esther Cafure de Battistelli, Aída Tarditti y María de las Mercedes Blanc G. de Arabel. A LA PRIMERA CUESTION: La señora Vocal doctora María Esther Cafure de Battistelli, dijo: I. Por sentencia nº 27, del 29 de julio de 2010, la Cámara en lo Criminal de Segunda Nominación de esta Ciudad, en Sala Unipersonal, resolvió –en lo que aquí interesa-: “...Absolver a Julio Alejandro Gómez, ya filiado, por el hecho nominado segundo del Requerimiento Fiscal de fs. 111/114, calificado como resistencia a la autoridad y cohecho en concurso real, sin costas (arts. 550 y 551 del CPP) y declarar que el nombrado es coautor de robo –primer hecho- en los términos de los arts. 45 y 164 del CP, e imponerle la pena de dos años de prisión, con declaración de reincidencia y costas (arts. 5, 40, 41 y 50 del CP y arts. 550 y 551 del CPP) (fs. 176/186). II. Contra el decisorio referido recurrió el Dr. Guillermo Marcelo Dragotto, defensor del imputado Julio Alejandro Gómez, invocando el motivo formal de casación (art. 468 inc. 2° del CPP), por considerar que la pena impuesta a su pupilo resulta arbitraria y excesiva. Luego de hacer referencia a los requisitos de admisibilidad del recurso interpuesto, al precedente “Casal” en relación a la posición de una “revisión amplia de la sentencia” y de transcribir los argumentos esgrimidos por el a quo al fundamentar la pena impuesta, juzga que éste omitió valorar como atenuante dos cuestiones de vital importancia: en primer lugar la confesión lisa y llana en cuanto a su participación en el primer hecho (robo) y en segundo lugar el escaso daño patrimonial sufrido por la víctima, conforme los cuales y de haberse tenido en cuenta la pena dispuesta hubiera resultado sencillamente menor. En tanto, denuncia que las agravantes mencionadas y valoradas por el iudex no se sustentan en prueba concreta alguna. En efecto, la utilización de una moto sustraída y la supuesta huída en contramano, no se encuentran acreditadas en autos, toda vez que la motocicleta utilizada por su defendido no registra pedido de secuestro y no era él quien la conducía. En síntesis, el sentenciante al mensurar la pena impuesta a su asistido traspasó la barrera de la facultad discrecional con la que cuenta e impuso una pena excesiva, por ello la sentencia deviene nula, puesto que adolece de omisión de valoración de atenuantes y falta de fundamentación en orden a las agravantes. Por ello solicita se declare la nulidad de la sentencia en cuanto a la individualización de la pena, entendiendo justa la ya peticionada en un año y cuatro meses de prisión (fs. 194/197). III. Al abordar la tercera cuestión, la Cámara expuso que a los fines de individualizar la pena a imponer a Julio Alejandro Gómez, "...tengo en cuenta la naturaleza del hecho que da lugar a la presente causa y la escala penal con que está sancionado, esto es un mínimo de un mes a seis años de prisión. Como circunstancias atenuantes, computo su educación, pues sólo completó sus estudios primarios, fue criado por sus abuelos y tuvo que dejar de estudiar para trabajar, su situación familiar, vive en concubinato hace siete años y con su mujer tuvo dos hijos y además crió a un hijo de su pareja. También valoro como atenuante que a la fecha del hecho estaba desempleado pues había cerrado la gomería de su cuñado donde trabajaba, como que en el establecimiento penitenciario trabaja como encargado de cocina y obtuvo nueve puntos de calificación. Como agravantes computo las características del hecho, esto es la intervención de dos personas organizadas con distribución de roles, que se utilizó una moto sustraída, se sorprendió a la víctima en la vía pública al detener el vehículo en que se conducía en una esquina por la señal del semáforo, para luego huir en la moto que conducía su compañero a alta velocidad y contramano, con la creación de peligro que ello significa para la circulación. Por ello y teniendo en cuenta los otros criterios de mensuración de la pena previstos por los arts. 40 y 41 del CP, estimo justo imponerle la pena de dos años de prisión (fs. 186). IV. 1. En forma preliminar corresponde señalar que conforme reiterada jurisprudencia de esta Sala, la facultad discrecional de fijar la pena es exclusiva del tribunal de juicio y que no es revisable en casación, salvo el supuesto de arbitrariedad (T.S.J. de Córdoba, Sala Penal, “Gutiérrez”, S. nº 14, 07/07/1988; “Ullua”, S. nº 4, 28/03/1990; “Farías”, S. nº 69, 17/11/1997; “Salomón”, A. nº 93, 27/04/1998, entre otras). Dentro de ese estrecho margen de recurribilidad, relativo a las facultades discrecionales del tribunal de sentencia, se ha fijado el estándar de revisión en los supuestos de falta de motivación de la sentencia, de motivación ilegítima o de motivación omisiva (T.S.J. de Córdoba, Sala Penal, “Carnero”, A. nº 181, 18/05/1999; “Esteban”, S. n° 119, 14/10/1999; “Lanza Castelli”, A. nº 346, 21/09/1999; “Tarditti”, A. nº 362, 06/10/1999; entre otros). El ejercicio de estas facultades discrecionales se encuentra condicionado entonces, sólo a que la prudencia pueda ser objetivamente verificable y que la conclusión que se estime como razonable no aparezca absurda respecto de las circunstancias de la causa, extremo éste demostrativo de un ejercicio arbitrario de aquellas potestades (T.S.J. de Córdoba, Sala Penal, "Villacorta”, S. n° 3, 11/02/2000). Se señala que tal arbitrariedad, a su vez, no consiste en una mera discrepancia con el monto de la pena impuesta dentro de los márgenes de la escala penal aplicable, por cuanto tal desacuerdo no habilita la excepcional competencia para controlar el ejercicio de una facultad atribuida en principio a otro órgano judicial (T.S.J. de Córdoba, Sala Penal, “Medina Allende”, S. nº 12, 08/04/1997; “Gallardo”, A. nº 111, 26/06/1997, entre muchos otros). 2. Pasando al análisis concreto del supuesto traído a estudio, adelanto mi opinión en el sentido de que la pretensión deducida debe ser rechazada. Doy razones de ello. Para comenzar, debe admitirse que resulta acertada la consideración de la defensa, en cuanto a que la circunstancia reseñada por ella en relación a que el escaso daño patrimonial no fue meritado expresamente por el a quo al momento de individualizar, en concreto, la sanción a imponer al imputado Julio Alejandro Gómez. Pero, no menos cierto es que tal omisión sólo nulifica el decisorio si reviste valor decisivo (TSJ, Sala Penal, “Mansilla”, A. nº 45, 5/7/85; “Gudiño”, A. nº 47, 28/5/96; “Andrada de Ferretti”, A. nº 198, 1/6/99; “Messori”, A. nº 224, 16/6/99, "Rojas", A. n° 84, 5/4/00; “López”, S. n° 141, 02/11/2006, entre muchos otros) y pone en evidencia la arbitrariedad del monto de la pena impuesta (TSJ, Sala Penal, A. n° 251, 21/7/99, "Lescano"; A. n° 47, 13/3/00, "Delbasi"; A. n° 95, 16/3/01, "Sosa"; A. n° 170, 4/6/02, "Cejas"; Sent. nº 12, 8-4-97, "Medina Allende"; A. n° 111, 26-6-97, "Gallardo", entre muchos otros), lo que no sucede en el sublite, pues la sanción aplicada por el a quo resulta razonable y ajustada a derecho. En efecto, es menester señalar que, dentro de una escala penal que va desde un mes a seis años de prisión (art. 164 del CP), al imputado Gómez se le impuso una sanción en el término medio del espectro punitivo atento la gravedad del hecho cometido. En relación a la confesión –como reconocimiento del hecho-, cuando sólo es una expresión en palabras en el contexto de un proceso, no necesariamente debe tener incidencia en la determinación de la pena. Ello así, pues “aquello que el imputado diga durante una declaración en juicio de poco puede servir para conocer si realmente está arrepentido o si sólo está asustado. Esto en nada interesa. Solo puede interesar aquello que efectivamente haga, o se comprometa a hacer, con relación al daño, y éste es el único aspecto al que puede dársele alguna trascendencia para atenuar la pena” (ZIFFER, Patricia S., “Lineamientos en la determinación de la pena”, Ed. Ad-Hoc, 2005, Bs. As., pág. 175 y TSJ de Córdoba, Sala Penal, "Barrera", S. n° 303, 13/11/2009; "Reyes", S. n° 0'2, 12/02/2010 y “Barrera”, S. n° 154, 10/06/2010). Desde otro costado, cuando el impugnante se agravia en que el a quo no fundó la existencia de las circunstancias agravantes relativas a: la utilización de una moto sustraída y que huyeron del lugar del hecho en contramano; soslaya que aquél desarrolló los argumentos necesarios que le permiten acreditar la existencia de estas circunstancia como agravantes de la pena impuesta al acusado Gómez. En efecto, de las constancias obrantes en autos surge que la motocicleta -Yamaha, Modelo IBR, dominio 143 EIS- en la cual se conducía el imputado –quien viajaba como acompañante- fue divisada e identificada por los uniformados Rafael Alberto Fernández (fs. 1/2 ) y Federico Falcón (fs. 15/16), quienes observaron cuando el prevenido Gómez introdujo en el interior de un bolso color oscuro una cartera color negra de dama, razón por la cual decidieron controlar a estos sujetos, quienes hicieron caso omiso a la voz de alto y luego de la persecución y la aprehensión del aquí imputado, el uniformado Damián Garay (fs. 18), secuestró la citada motocicleta en la vía pública y constató que la misma pertenece a Mariela del Valle Alfaro (fs. 187/189), quien resultó totalmente ajena al hecho delictivo. Al tiempo que los testigos Arselia Gabrijelcic y Luciano Anselmi, dan cuenta de que el sujeto que sustrajo la cartera –el aquí imputado Gómez- salió corriendo, se subió a una moto conducida por otro sujeto masculino y en contramano logran escaparse del lugar (fs. 11/14 y 49/51) . En consecuencia, la pena impuesta no deviene en arbitraria sino que es razonable y ajustada a derecho, razón por la cual corresponde confirmar la resolución recurrida. Así voto. La señora Vocal doctora Aída Tarditti, dijo: Estimo correcta la solución que da la señora Vocal que me precede, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando, en consecuencia, de igual forma. La señora Vocal doctora María de las Mercedes Blanc G. de Arabel, dijo: La señora Vocal María Esther Cafure de Battistelli da, a mi juicio, la razones necesarias que deciden correctamente la presente cuestión. Por ello adhiero a su voto, expidiéndome en igual sentido. A LA SEGUNDA CUESTION: La señora Vocal doctora María Esther Cafure de Battistelli, dijo: Atento al resultado de la votación que antecede, corresponde rechazar el recurso deducido por el Dr. Guillermo Marcelo Dragotto, en su carácter de defensor del imputado Julio Alejandro Gómez, con costas (arts. 550 y 551, CPP). Así voto. La señora Vocal doctora Aída Tariditti, dijo: La señora Vocal preopinante da, a mi juicio, las razones necesarias que deciden correctamente la presente cuestión. Por ello adhiero a su voto, expidiéndome en igual sentido. La señora Vocal doctora María de las Mercedes Blanc G. de Arabel, dijo: Estimo correcta la solución que da la señora Vocal Dra. María Esther Cafure de Battistelli, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma. En este estado, el Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de la Sala Penal; RESUELVE: Rechazar el recurso de casación interpuesto por el Dr. Guillermo Marcelo Dragotto en su carácter de defensor del imputado Julio Alejandro Gómez. Con costas (CPP, arts. 550/551). Con lo que terminó el acto que, previa lectura y ratificación que se dio por la señora Presidente en la Sala de Audiencias, firman ésta y las señoras Vocales todo por ante mí, el Secretario, de lo que doy fe. Dra. María Esther CAFURE DE BATTISTELLI Presidenta de la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia Dra. Aída Lucía Teresa TARDITTI Dra. María de las Mercedes BLANC G. de ARABEL Vocal del Tribunal Superior de Justicia Vocal del Tribunal Superior de Justicia Dr. Luis María SOSA LANZA CASTELLI Secretario del Tribunal Superior de Justicia 

